
 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE RECURSOS CONTRACTUALES 

(Plaza del Carmen) 
 

Recurso especial en materia de contratación.- 
Expte. recurrido: 134SE/2024 
Expte 3/637/2025 REMC 

 
En el recurso presentado por D. Francesc Faus Agulló con DNI 46.622.399S y Dª Neus Jubany 
Ferrer, con DNI 38801631X actuando en representación de AMBITEC, SERVICIOS 
AMBIENTALES, S.A.U. y ACSA, OBRAS E INFRAESTRUCTURA, S.A., (en adelante la recurrente o 
la UTE), recurso especial en materia de contratación al amparo de los artículos 44 y ss de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre de contratos del sector público, por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las directivas del parlamento europeo y del consejo 
2014/237UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014  (en adelante LCSP), contra la resolución 
dictada por la Mesa de Contratación de fecha 6 de marzo de 2025, publicada en la Plataforma 
de Contratación  del Estado el día 11 de marzo y por la que se excluye a las citadas UTE de la 
licitación del Lote 1 del contrato denominado “Contrato de Servicios de conservación de los 
espacios verdes y arbolado urbano del municipio de Granada”, este Tribunal ha dictado la 
siguiente RESOLUCION basada en los siguientes 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
PRIMERO. - La Junta de Gobierno Local en su sesión ordinaria de fecha 25 de octubre de 2024 
adoptó acuerdo núm. 1.168 aprobando el expediente de contratación relativo al 
procedimiento abierto para adjudicar el CONTRATO DE SERVICIOS DE CONSERVACIÓN DE LOS 
ESPACIOS VERDES Y ARBOLADO URBANO DEL MUNICIPIO DE GRANADA (2 LOTES), 
disponiendo la apertura del procedimiento de adjudicación. 
 
Los pliegos fueron publicados en la Plataforma de Contratación del Sector Público el 30 de 
octubre de 2024, finalizando el plazo de presentación de proposiciones el 18 de noviembre de 
2024. 
 
SEGUNDO. - Finalizado el plazo de presentación de ofertas, las empresas licitadoras al LOTE 1 
han sido las siguientes: 
 
- EULEN, S.A. 
 
- UTE EXPLOTACIONES LAS MISIONES, S.L.U/ACANTHUS SERVICIOS SOSTENIBLES, S.L. 
 
- UTE AMBITEC SERVICIOS AMBIENTALES, S.A.U/ACSA, OBRAS E INFRAESTRUCTURAS, S.A.U 
 
- UTE ECOFILIA, S.A./LANTANIA, S.A.U. 
 
TERCERO. - Con fecha 2 de diciembre de 2024, el Tribunal Administrativo de Contratos 
Públicos de Granada, acuerda la suspensión del procedimiento de contratación, a la vista del 
recurso interpuesto contra los pliegos aprobados, por parte de la Confederación Sindical de 
CCOO. Mediante Resolución de fecha 16 de enero de 2025, el Tribunal acuerda la 
desestimación del recurso planteado, así como el levantamiento de la suspensión del 
procedimiento de contratación dictada. 
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CUARTO. - La mesa de contratación en sesión de fecha 6 de marzo de 2025, en relación con el 
LOTE 1, propone la exclusión de varios de los licitadores atendiendo a lo manifestado por los 
Servicios Técnicos del Servicio de Jardines del Área de Participación Ciudadana y 
Mantenimiento, en fecha 19 de febrero de 2025, en concreto: 
 
- NIF: B92398031 ACANTHUS – EMSA: al no haber alcanzado la valoración de los criterios 
evaluables mediante juicio de valor (criterios 1 y 2) el umbral mínimo contemplado en la 
cláusula 20 del Anexo I del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares. 
 
- NIF: A23729411 UTE ECOFILIA SA – LANTANIA: al no haber alcanzado la valoración de los 
criterios evaluables mediante juicio de valor (criterios 1 y 2) el umbral mínimo contemplado en 
la cláusula 20 del Anexo I del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares. 
 
- NIF: A65208084 -A08112716 AMBITEC SERVICIOS AMBIENTALES S.A.U- ACSA OBRAS E 
INFRAESTRUCTURAS: la licitadora incumple diversos aspectos exigidos en el PPT y en el PCAP. 
 
En la misma sesión, atendiendo a la evaluación de la proposición efectuada por el único 
licitador admitido a la licitación propone la adjudicación del CONTRATO DE SERVICIOS DE 
CONSERVACIÓN DE LOS ESPACIOS VERDES Y ARBOLADO URBANO DEL MUNICIPIO DE 
GRANADA (2 LOTES)-LOTE 1, a la mercantil EULEN S.A.  
 
Mediante Resolución, por delegación de la Junta de Gobierno Local, de la Sra. Teniente de 
Alcalde Delegada de Economía, Hacienda y Contratación, de fecha 21 de marzo de 2024, se 
aceptan las propuestas de exclusión efectuadas por la mesa de contratación, así como de 
clasificación de las proposiciones presentadas. 
 
QUINTO.- Con fecha 8 de abril de 2025, el Titular del Tribunal Administrativo de Contratos 
Públicos de Granada remite resolución dictada en la misma fecha por la que admite el recurso 
especial en materia de contratación interpuesto por las mercantiles  AMBITEC SERVICIOS 
AMBIENTALES, S.A.U y ACSA, OBRAS E INFRAESTRUCTURAS, S.A.U (ACSA), contra la propuesta 
de exclusión efectuada por la mesa de contratación en su sesión de 6 de marzo de 2025, 
ampliado posteriormente a la Resolución de aceptación de la misma, acuerda la suspensión del 
procedimiento de contratación y se solicita el expediente tramitado así como la emisión del 
correspondiente informe. 
 
 
 
 
 
 
A los anteriores antecedentes, le son de aplicación los siguientes 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

Tramitado el preceptivo expediente se dio traslado del recurso a las empresas licitadoras a fin 
de que presentaran alegaciones. Solo las ha presentado EULEN y han sido tenidas en cuenta a 
la hora de resolver el recurso. - 
 
 
1.- Resumen del recurso. - 
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El recurso se dirige contra el acto de exclusión de la oferta presentada al lote I por cuanto la 
mesa de contratación celebrada el día 6 de marzo de 2025, acordó “proponer la exclusión 
de…… NIF: A65208084 -A08112716 AMBITEC SERVICIOS AMBIENTALES S.A.U- ACSA OBRAS E 
INFRAESTRUCTURAS: la licitadora incumple diversos aspectos exigidos en el PPT y en el PCAP” 
 
Tras diversas cuestiones formales referentes a la legitimación y cuantía del recurso, la 
recurrente (en adelante la UTE o la recurrente), pasa a desgranar los motivos del recurso que 
basa en los siguientes aspectos: 
 
1.- Organización técnica del servicio. 
 
2.- Subcontratación de los programas de labores de gestión integrada de plagas. 
 
3.- Frecuencia de los programas de labores en céspedes y praderas. 
 
4.- Frecuencia de limpieza de los espacios verdes. 
 
Tras explicar las vicisitudes derivadas de la apertura del fichero I relativo a la documentación 
administrativa, fue admitida su permanencia en la licitación merced a la subsanación, cuestión 
que destaca en tanto que, como luego afirmará y dado que una de las motivaciones para la 
exclusión es que incumple la subcontratación, “no puede después utilizar dicha cuestión para 
sostener su exclusión, por medio del Acta de la Mesa de Contratación, de 6 de marzo, que 
ahora se impugna”. 
 
Indica en su recurso la UTE que para los Servicios Técnicos Municipales (en adelante STM), solo 
pretenden sustituir hasta un 8% de absentismo y que “Estos servicios técnicos han considerado 
que no debe marcarse un porcentaje fijo para la cobertura de las ausencias puesto que a priori 
se desconoce el alcance final de las mismas, y los pliegos indican que deberán cubrirse en su 
totalidad.”. 
 
Asimismo, respecto de las sustituciones por vacaciones, indica la recurrente que “Estos 
servicios técnicos consideran que no queda garantizada la cobertura de ausencias por 
vacaciones que se disfruten fuera del periodo de junio a septiembre, teniendo en cuenta que el 
convenio contempla la posibilidad de disfrute en todo el periodo anual.” 
 
Por lo que al programa de labores comporta y siempre según la UTE, los STM han estimado 
que hay una subcontratación en aspectos en los que no cabe tal figura (Programa de labores 
de césped y praderas, sector Genil, Fuente de la Bicha), cuestión que contradice los pliegos, así 
como en el caso de las praderas naturales en las que se fijan dos intervenciones anuales y no 
una como propone la recurrente, o en la limpieza del Paseo Joaquina Eguaras en las que se 
planifica de forma mensual cuando el pliego lo pide semanal.  
 
Todo ello justifica, según la recurrente que se haya informado por parte de los STM se haya 
expuesto a la mesa de contratación la posibilidad de “excluir la oferta de mi representada del 
procedimiento de licitación, todo ello, sin citar si quiera los preceptos de la normativa de 
contratación pública y/o doctrina que le habilitarían para ello. Es decir, como cuestiones 
técnicas que son, que están sujetas a un juicio de valor, las mismas deben ser objeto de 
valoración y puntuación.  
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Pero, en este caso, los Servicios Técnicos del Órgano de contratación deciden utilizarlas para 
excluir a mi representada de la licitación y, directamente, no valorarlas; y, ello insistimos, sin 
mencionar el precepto que sustentaría tal modo de actuación”. Ello, supone para la UTE una 
consideración parcial de la oferta, totalmente contraria al principio de proporcionalidad que 
debe regir las decisiones de exclusión. 
 
La Mesa de contratación acordó proponer la exclusión con base en el informe de los SMT sin 
citar los preceptos de contratación pública y/o doctrina que habilitarían para tal decisión. 
 
A partir de ahí, el recurso analiza los siguientes aspectos: 
 
1.- La decisión es nula por inmotivada y carente de cobertura legal: La fase de valoración de la 
oferta técnica a fin de asignar puntuación basada en juicios de valor no puede ser utilizada 
para excluir a un licitador. 
 
En ese sentido, la UTE afirma que ni en el acta de la mesa ni en el informe técnico se menciona 
el precepto que posibilita la decisión de exclusión. Siempre según la recurrente, no existe 
libertad para la Mesa de contratación respecto de la exclusión de un licitador sino “únicamente 
en base a motivos tasados” relacionados con ofertas anormalmente bajas o errores en la 
oferta económica, pero no prevé que “el contenido de la oferta técnica pueda dar lugar a 
exclusión”, como máximo se le deberá otorgar 0 puntos, ello en tanto que los STM son legos 
en Derecho y, por tanto, solo les corresponde asignar puntuación, pero no omitir puntuar. 
 
Así se desprende del artículo 84 del Real Decreto 1098/2001 que cita literalmente, afirmando 
que “el órgano de contratación solo está habilitado para rechazar/excluir la proposición de un 
licitador, previa resolución motivada, en los concretos casos tasados en el artículo 84 del 
RGLCAP, pues de lo contrario se contravienen los principios rectores de libre concurrencia e 
igualdad entre licitadores” añadiendo a su argumento la doctrina del Tribunal Administrativo 
Central de Recursos Contractuales contenida en la resolución de 12 de mayo de 2017 y 12 de 
julio de 2018. 
 
2.- El acta de la mesa es nula por cuanto excluye a mi representada a pesar de que su oferta no 
contraviene los pliegos. 
 
En este apartado, la UTE, procede a rebatir los argumentos vertidos en el informe de los STM 
de 19 de febrero de 2025, por cuanto la oferta es conforme a lo señalado en el apartado 6 del 
PPT y 20 del Anexo I del PCAP. Concretamente se refiere al absentismo, calculado en un 8% 
por parte de la UTE recurrente. 
 
Según la recurrente, el informe de los STM dice expresamente que “La UTE prevé sustituir el 
personal de baja hasta un absentismo del 8%...”. Estos servicios técnicos han considerado que 
no debe marcarse un porcentaje fijo para la cobertura de las ausencias puesto que a priori se 
desconoce el alcance final de las mismas, y los pliegos indican que deberán cubrirse en su 
totalidad”. 
 
Además, también se señala que “según se indica en su oferta en la pag. 10 " ... La UTE prevé la 
sustitución del personal durante el periodo de vacaciones, de junio a septiembre, con personal 
de nueva contratación. ..." Estos servicios técnicos consideran que no queda garantizada la 
cobertura de ausencias por vacaciones que se disfruten fuera del periodo de junio a 
septiembre, teniendo en cuenta que el convenio contempla la posibilidad de disfrute en todo el 
periodo anual”. 
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Según la UTE, para alcanzar tales conclusiones, debería haberse dicho exactamente eso, que 
no van a cumplir tales condiciones, puesto que, en caso contrario, y “dado que la presentación 
de oferta supone la aceptación incondicionada de los Pliegos, aun cuando hubiera duda o falta 
de claridad en las manifestaciones de la oferta del licitador, la misma nunca podrá operar en su 
contra.” Piénsese que la recurrente es la actual prestataria del Servicio y por tanto conoce de 
primera mano los datos de absentismo. “Por ello, cuando la UTE en su Oferta hace referencia a 
una tasa del 8% de absentismo, no se refiere a que, por encima de la misma, no cubrirá bajas 
(para hacer tal interpretación, como hemos visto, el licitador debería haber dicho tal cosa 
claramente), sino que estaba mencionando la tasa de absentismo que cabe esperar -vista la 
experiencia previa- que tenga lugar”, además de que los propios pliegos fijan ese porcentaje, 
“de tal modo que lo que se quería decir en la oferta es que la UTE haría frente a la tasa de 
absentismo que creía la propia administración previsible, pero sin que ello quiera decir que no 
esté dispuesto a cubrirla si ésta fuera incluso superior”. 
 
Respecto de la sustitución del personal por vacaciones, el Convenio especifica la posibilidad de 
optar por vacaciones a lo largo del año natural pero la UTE sabe por ser la prestataria actual 
que el periodo vacacional se acota a los meses del verano, luego “cabe concluir que la mención 
de la oferta a los meses de junio a septiembre solo estaba refiriéndose a la situación natural o 
más habitual de toma de vacaciones del personal por referencia a la propia literalidad del 
convenio colectivo, pero sin que de ello quepa entender (por ser una interpretación parcial y 
desproporcionada) que el licitador está diciendo en su oferta que no asegura la sustitución de 
personal de vacaciones en otros períodos del año distintos al período junio a septiembre”. 
 
La recurrente afirma que con la aportación del personal subrogado más seis operarios nuevos 
cubre el absentismo y la renovación de la plantilla. “De este modo, se da estricto cumplimiento 
al requerimiento del apartado 6 del PPT y el apartado 20 del Anexo I del PCAP, por cuanto el mi 
representada se compromete a realizar “todos los trabajos incluidos en este contrato con el 
personal previsto en el pliego de prescripciones técnicas y/o en su oferta” y, adicionalmente, 
ofrece la contratación de 6 operarios para lo que “garantizará que en todo momento el servicio 
se presta con el personal y medios ofertados”. 
 
De la misma forma ofrece una promoción interna para ocupar puestos de responsabilidad, 
“una suerte de ‘mejora’ respecto a lo previsto en los Pliegos, y se compromete a “realizar una 
promoción interna del personal de la plantilla más capacitado para ocupar los puestos de 
responsabilidad” lo que irá de la mano con un programa de formación necesaria para dichos 
puestos, todo ello con el objetivo de mejorar el servicio a ofertar (este plan de formación queda 
expresamente desarrollado en los folios 75 y siguientes de la Memoria).” 
 
En definitiva, “lo que está diciendo la oferta es simplemente que calcula (como la 
administración también lo considera) que la tasa de absentismo no superará el 8%, y que la 
misma será cubierta. En ningún momento se está diciendo que, caso de superarse tal 
porcentaje, la empresa no se compromete a sustituir al personal de baja que supere ese 8%. Y 
en cuanto a las vacaciones la mención a los meses de junio a septiembre responde a que lo 
habitual es que el personal tome vacaciones en tales meses (así se desprende del artículo 18 del 
convenio colectivo de aplicación), siendo una lectura parcial de la oferta, y completamente 
contraria al principio de proporcionalidad, extraer de este fragmento de la oferta, que el 
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licitador no cubrirá al personal de vacaciones si estos se toman las mismas en otros meses del 
año.” 
 
Además, respecto de la tasa de absentismo, la UTE “no hace más que indicar en su oferta que 
la tasa de absentismo que el propio Ayuntamiento ha tomado en consideración para justificar 
las condiciones económicas del contrato, no como un límite ni como un término, sino, por un 
lado, como dato y, por otro lado, para poner en valor las medidas que va a tomar (y viene 
tomando) para hacer frente a dicha tasa de absentismo.” 
 
Respecto de la subcontratación no puede suponer la realización de tareas críticas, definiendo 
como tales, “las correspondientes a la ejecución de los programas de gestión de labores 
incluidos dentro de la cuota anual de conservación y mantenimiento, dada la necesidad de 
garantizar el cumplimiento de los mismos mediante el uso de medios propios y el control 
directo de las actuaciones”. (Anexo 18 del PCAP)  
 
Por su parte, el artículo 215.2 LCSP, determina que, en este tipo de contratos, “los órganos de 
contratación podrán establecer en los pliegos que determinadas tareas críticas no puedan ser 
objeto de subcontratación, debiendo ser estas ejecutadas directamente por el contratista 
principal. La determinación de las tareas críticas deberá ser objeto de justificación en el 
expediente de contratación”, algo que no ha sucedido, lo que impide conocer cuáles son las 
tareas críticas y cuáles no, siendo una contradicción que se permita la subcontratación con 
excepción de las tareas críticas y luego éstas no se definan y justifiquen. Ello convierte en 
desproporcionada la exclusión de la recurrente, lo que motiva su nulidad. 
 
Respecto de la presencia de la empresa subcontratada, lo que se ofrece “como mejora en el 
servicio para no alterar el funcionamiento habitual de la plantilla. Concretamente se realizarían 
los tratamientos fitosanitarios restringido a árboles y palmeras en horario nocturno”.  Y si el 
asesoramiento técnico es una subcontratación, debe excluirse también al otro licitador, ya que 
también aporta una oferta de asesores técnicos externos. 
 
Por lo que, a las labores de césped y praderas se refiere, realmente es una mejora del servicio, 
mejora que además deberá ser previamente aprobada por los STM. 
 
 Efectivamente y siempre según la UTE, pese a que los STM entienden que la aportación 
respectos de la zona “Fuente de la Bicha”, contradice lo referido a la subcontratación de una 
zona del programa incluido en la cuota de conservación, pero se puede comprobar en el folio 
39 de su oferta es “una ‘Propuesta de mejora en la gestión de césped y praderas’ es decir, un 
añadido que ofrece mi representada dado su experto conocimiento del servicio sobre el terreno 
respecto del mínimo contemplado en los Pliegos”.  
 
En tercer lugar, y redundando en lo anterior, no puede utilizar el pretexto de la 
subcontratación como elemento para acordar la exclusión sin basarse en precepto legal 
alguno. 
 
Finalmente, y respecto de esta cuestión, expone que “la propuesta de apoyo externo al servicio 
que propone la UTE asesoramiento técnico ofertada por mi representada es meramente 
residual y marginal. Así, en el caso del control de plagas representa tan solo un 0,6% del 
Presupuesto Base de Licitación, y en el caso de los trabajos forestales, supone únicamente un 
0,1%, lo que en modo alguno podría llegar a impactar de forma negativa en la prestación del 
contrato”.   
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Insiste en su aseveración señalando que conforme al artículo 1288 del Código Civil, la 
interpretación de las cláusulas oscuras de un contrato no puede beneficiar a la parte que las 
hubiere causado. Dada la inexistencia de justificación de las tareas esenciales, no es posible 
utilizar ese argumento tal y como señala la STS de 14 de marzo de 1988, 3 de febrero de 2003 
o el Tribunal Administrativo de Navarra en su Resolución 32/2015. 
 
Pero es que, además, y siempre según la recurrente, la referencia de la oferta a la frecuencia 
de los programas de labores en césped y praderas es conforme a lo señalado en el apartado 
2.5 del PPT, puesto que la frecuencia a que alude el informe de los STM y por tanto la 
conclusión “responde a una interpretación descontextualizada y no ajustada a la realidad 
ofertada (por cuanto en los folios 38 y 39 de la oferta de mi representada consta acreditado el 
mínimo de dos veces al año)” al margen de que la parte relativa a la Fuente de la Bicha es una 
mejora como se puede comprobar, según la UTE en su oferta. 
 
Aparte de lo anterior, tampoco es razonable utilizar una “suerte de mejora “propuesta por la 
UTE debido a su experto conocimiento del terreno con un incumplimiento del pliego, máxime 
cuando la propuesta de mejora se ofrece previo consenso con el Ayuntamiento. 
 
Otro argumento es que, según la UTE, la frecuencia que se estima para los programas de 
labores en césped y praderas es muy indeterminada como se recoge en el apartado 2.5 del 
PPT. 
 
Finalmente, el último de los argumentos a usar por la UTE se refiere a las actuaciones en 
Carretera de los Filtros y C/ Joaquina Eguaras. En ambos casos, los STM han entendido que la 
oferta contradecía lo previsto en los pliegos por cuanto se planifica una limpieza distinta de la 
asignada. 
 
Efectivamente, según el informe de los STM, en ambos casos la frecuencia de limpieza ha sido 
asignada como mensual cuando los pliegos la requieren semanal.  
 
La UTE entiende que “la conclusión que alcanzan los Servicios Técnicos del Ayuntamiento de 
Granada responde a una interpretación descontextualizada (por cuanto en los folios 51 y 52 de 
la oferta de mi representada consta acreditada la frecuencia semanal) y errónea”.  Errónea en 
tanto que la Carretera de los Filtros no está dentro del Anejo 3 “Espacios verdes a conservar” y 
por tanto a limpiar, luego realmente es una “suerte de mejora” al tratarse de una limpieza 
adicional. 
 
La UTE finaliza su argumentación manifestado que la nulidad comporta la imposibilidad de 
retrotraer el expediente para la inclusión y nueva valoración en tanto que se han abierto los 
sobres de contenido económico, luego solo cabe una nueva licitación. - 
 
2.- Resumen de las alegaciones. - 
 
En sus alegaciones, EULEN aclara que, a su juicio, el informe emitido por los STM es correcto y 
por su extensión también lo efectuado por la mesa de contratación, siendo por tanto la 
exclusión conforme a derecho. 
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Respecto de la alegación relativa al incumplimiento de lo previsto en el artículo 84 del Real 
Decreto 1098/2001, contrariamente a lo alegado por la UTE “este artículo 84 no se refiere 
únicamente a las ofertas económica, sino que va referido a cualquier incumplimiento de las 
ofertas, ya sean técnicas o económicas”. 
 
Respecto de la organización del servicio, EULEN señala que la UTE habla de un absentismo del 
8%, por lo que no se garantiza en su totalidad. 
 
En cuanto a la sustitución del personal, tampoco se garantiza su sustitución a lo que hay que 
añadir, según EULEN que con el refuerzo de seis trabajadores contratados más los subrogados 
se pueda mantener la plantilla, sobre todo su se prevén que los nuevos operarios sustituyan a 
los jubilados y a la plantilla mínima. 
 
Por lo que se refiere a la subcontratación, efectivamente se comprueba como hay tareas que 
no pueden subcontratarse pero que la UTE si lo hace, para acabar haciendo hincapié en el 
principio de discrecionalidad técnica que ampara a los informes técnicos, finalizando su 
alegación en el sentido de que “la UTE no ha logrado probar que el informe adolezca de error, 
arbitrariedad o que resulte discriminatorio, puesto que los incumplimientos detectados tienen 
tal entidad, que sí deben conllevar la exclusión de la UTE. Por todo ello, la decisión de excluir a 
la UTE del Lote 1 del “Contrato de servicios de 
conservación de los espacios verdes y arbolado urbano del municipio de Granada” se ha 
realizado conforme a derecho y procede la desestimación de su recurso.” 
 
3.- Resumen del informe de la Dirección General de Contratación. - 
 
En su informe y tras diversos antecedentes de hecho, expone que, de acuerdo a los informado 
por los SMT, el informe de valoración esté efectuado de modo que ni existe lectura parcial de 
la oferta, ni tampoco interpretación subjetiva o especulativa “sobre lo que pudiera haber 
querido decir el licitador y no describe literalmente en la misma.” 
 
Expone que lo que dice la recurrente es que “la UTE prevé sustituir el personal de baja hasta 
un 8%. Teniendo en cuenta las medidas propuestas de motivación y reducción del absentismo, 
la incorporación de 6 operarios nuevos desde el primer día y el rejuvenecimiento progresivo de 
la plantilla, se calcula que el absentismo no superará el 8% tal como prevé la justificación 
económica de la presente licitación”. 
 
A juicio de los STM, la fijación de un umbral porcentual, “por sí sola, constituye un criterio 
restrictivo que no se ajusta a lo establecido en los pliegos”, con independencia de la intención 
“subyacente” del licitador, algo que no se puede aceptar. Además de lo anterior, debe tenerse 
en cuenta que el estudio económico es una estimación basad en conceptos al igual que el 
resto de conceptos y efectos de pura referencia. 
 
En cuanto a lo previsto para la sustitución del personal en vacaciones, la empresa afirma que 
sustituirá al personal de vacaciones, de junio a septiembre con personal de nueva 
contratación., y no hace mención a la ausencia de cobertura fuera de ese intervalo. Afirman los 
SMT que se han limitado a comprobar lo dicho por la recurrente y que por tanto “esta 
expresión restrictiva no garantiza por sí misma la cobertura en periodos de disfrute de las 
vacaciones fuera de los meses definidos en su memoria.”  
 
En cuanto al programa de labores y la subcontratación, los STM estiman que se aporta la 
subcontratación de una empresa no para labores de asesoramiento, sino que la oferta indica 
claramente que determinados tratamientos lo realizarán la empresa SAVIA tal y como consta, 
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afirman, en la página 50 de su oferta. Por tanto, y dentro de la literalidad de la oferta, 
entienden que se produce una subcontratación para albores que exigen que se hagan por el 
propio licitador y no un mero asesoramiento técnico. 
 
Respecto de la zona de la Fuente de la Bicha, se afirma que se subcontratará a una empresa 
para el desbroce de la franja perimetral (página 39 de la oferta). A juicio de los SMT, esta labor 
de desbroce “forma parte de los trabajos críticos de conservación incluidos en el programa 
cuya ejecución debe hacerse con medios propios y la subcontratación de estas tareas 
contradice directamente lo establecido en los pliegos contractuales”. Afirman también que 
dado que la parcela de la Fuente de la Bicha está incluida en el contrato y dentro del anejo 3º, 
no puede considerarse una mejora, al margen de que mejoras no pueden contradecir los 
pliegos. 
 
 Analizando la cuestión relativa a la frecuencia en la ejecución de labores y siempre según la 
oferta, la limpieza de la Fuente de la Bicha una vez al año es inferior a la exigida por el pliego 
que la fija en dos al año. De la misma manera, la Crta de los Filtros debe ser objeto de limpieza 
semanal y se fija en la oferta como mensual. Dado que estos espacios ajardinados “forman 
parte de la relación de zonas a mantener mediante el contrato y están incluidos todos los 
trabajos que desarrolla el Programa de Limpieza Interior de zonas Ajardinadas en el punto 
2.9.1 del PPT” la limpieza debe ser semanal como de la misma forma la Calle Joaquina Eguaras 
para la que se fija una frecuencia mensual, y no semanal. Tampoco es coherente la propuesta 
de una barredora autopropulsada al no ser maquinaria adecuada. 
 
Por ello, se ratifican en su informe de valoración. 
 
Por su parte, la Dirección General de Contratación y respecto del argumento referente a la 
nulidad de exclusión por inmotivada y carente de cobertura legal, afirma su disconformidad 
con la misma con base en la Resolución 1539/2022, del TACRC y 1610/2021 del mismo Tribunal 
que, en resumen, afirman la viabilidad de la exclusión cuando no se ha producido un 
cumplimiento de los requisitos técnicos legales. 
 
Respecto del argumento relativo a la nulidad del acta de la mesa por exclusión de la oferta a 
pesar de que la misma no contraviene los pliegos, basan su alegato en la Resolución del TACRC 
985/2025, que afirma la posibilidad de una exclusión que se torna en obligatoria si el 
incumplimiento es claro y tangible. Dado que “las licitadoras incurren en incumplimientos 
claros y expresos”, procede desestimar la alegación. 
 
Analizan posteriormente la alegación relativa a la subcontratación, proponen su desestimación 
en base al contenido del informe de 19 de febrero de 2025. 
 
Finalmente, en cuanto a la procedencia de que se anule todo el procedimiento por 
imposibilidad jurídica de retrotraer al haberse abierto las ofertas económicas de otros 
licitadores, dado que las valoraciones fueron adecuadas por lo que propone la desestimación 
del recurso presentados por la UTE  
 
4.-  Análisis de las alegaciones. - 
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4.1.- A los efectos de iniciar el análisis del recurso, nos situamos en el alegato de la recurrente 
relativo a la ausencia de justificación de las tareas críticas como exige el artículo 215, 2, c) de la 
LCSP. Y lo hacemos en tanto que nos encontramos ante una impugnación indirecta de los 
pliegos, de modo que, de ser estimada, no haría falta entrar en el resto de las alegaciones ya 
que habría que declarar forzosamente la nulidad de los pliegos con lo que el recurso sería 
estimado de inicio 
 
Dicho artículo señala expresamente que “de conformidad con lo establecido en el apartado 4 
del artículo 75, en los contratos de obras, los contratos de servicios o los servicios o trabajos de 
colocación o instalación en el contexto de un contrato de suministro, los órganos de 
contratación podrán establecer en los pliegos que determinadas tareas críticas no puedan ser 
objeto de subcontratación, debiendo ser estas ejecutadas directamente por el contratista 
principal. La determinación de las tareas críticas deberá ser objeto de justificación en el 
expediente de contratación”. 
 
El problema, por tato y a juicio de la recurrente es que el pliego, cuando afirma en su anexo I, 
apartado 18, tercer párrafo que “de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 215.2, e) en 
relación con el artículo 75.4 de la LCSP, se establece como tareas críticas que no pueden ser 
objeto de subcontratación las correspondientes a la ejecución de los programas de gestión de 
labores incluidos dentro de la cuota anual de conservación y mantenimiento, dada la necesidad 
de garantizar el cumplimiento de los mismos mediante el uso de medios propios y el control 
directo de las actuaciones” no justifica cuales son. 
 
El problema se centra por tanto en la motivación de la exigencia, es decir, en la exteriorización 
de las razones que han llevado a la Administración a permitir en unos casos la subcontratación 
y en otros no.  
 
A estos efectos, debe recordarse de una parte que, puesto que la subcontratación comporta 
la colaboración de un tercero en la ejecución del contrato, a diferencia de la cesión, el 
subcontratista no sustituye al contratista en el contrato administrativo, siendo el contratista y 
no aquel el responsable de la correcta ejecución del objeto del contrato, incluida la parte de la 
prestación subcontratada. 
 
Es preciso, por tanto, distinguir dos relaciones jurídicas claramente diferenciadas, la que liga a 
la Administración con el contratista, que es el contrato administrativo y la que liga 
al contratista con su subcontratado, sujeta a Derecho privado. Es decir que la subcontratación 
es un negocio jurídico bilateral en el que son partes el contratista y el subcontratista. La 
Administración no es parte en la subcontratación y que ambas relaciones son ajenas entre sí 
puesto que los subcontratistas quedan obligados solo ante el contratista principal que asume 
la total responsabilidad de la ejecución del contrato frente a la Administración, y no 
tienen acción directa frente a la Administración contratante por las obligaciones contraídas 
con ellos por el contratista como consecuencia de la ejecución del contrato principal y de los 
subcontratos, y ello con independencia que haya conocido o autorizado la subcontratación. 
 
Por lo tanto, dentro de la ejecución del contrato, la Administración determina por sus propios 
medios que se puede y que no se puede subcontratar. 
 
Dejando a salvo el criterio de la invalidez de cláusulas genéricas de motivación, que algún 
sector de la doctrina ha planteado, hay que señalar que el artículo 215, afirma la exigencia de 
justificación. Lo que no hace la Ley, porque no es su cometido es exponer las condiciones 
mínimas bajo las cuales se considera algo suficientemente justificado, de modo que hay que 
dejar margen suficiente a la Administración para determinar los motivos que considera tareas 
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críticas a ciertas partes del contrato y solo si no existe esa justificación, acaso mínima, podría 
admitirse la alegación. Es decir, que, desde el punto de vista del motivo por qué ciertas partes 
del contrato se consideran tareas críticas es algo que solo hay que determinar y razonar 
mínimamente. A título de ejemplo, la Resolución del TACRC 686/2022, de 7 de junio, da por 
válida la ausencia de justificación limitando la necesidad a que se fije cuáles son tareas críticas 
y cuáles no.  
 
Más rigor se aprecia en la Resolución 1545/2024, de 4 de diciembre, del mismo Tribunal, al 
afirmar que “En el presente caso no resulta de aplicación la salvedad contenida en la letra d), 
girando la controversia en torno a la salvedad de la letra e). Esta salvedad ha de ponerse en 
relación con el artículo 75.4 de la LCSP, según el cual “En el caso de los contratos de obras, los 
contratos de servicios, o los servicios o trabajos de colocación o instalación en el contexto de un 
contrato de suministro, los poderes adjudicadores podrán exigir que determinadas partes o 
trabajos, en atención a su especial naturaleza, sean ejecutadas directamente por el propio 
licitador o, en el caso de una oferta presentada por una unión de empresarios, por un 
participante en la misma, siempre que así se haya previsto en el correspondiente pliego con 
indicación de los trabajos a los que se refiera”…así pues, se observa, por un lado, la facultad 
que asiste al órgano de contratación para establecer las tareas críticas que no pueden ser 
objeto de subcontratación en atención a su especial naturaleza. Pero se observa igualmente, 
por otro lado, la necesaria justificación que debe acompañar a tal determinación o indicación 
de las tareas en cuestión. A este respecto, diferentes Resoluciones de este Tribunal, como la 
número 1505/2023 de 16 de noviembre, han recogido la necesidad de ofrecer la motivación 
exigida por la salvedad de la letra e) del artículo 215.2 de la LCSP: “como hemos señalado en 
nuestra Resolución nº 734/2020, conforme resulta del artículo 215 de la LCSP, para que la 
subcontratación pueda ser total o parcialmente limitada es necesario que los pliegos lo 
prevean y que estos lo justifiquen.  Como señala la sentencia del TJUE de 14 de julio de 2017 la 
motivación puede ser sucinta, pero ha de ser suficiente y congruente, pues es un elemento 
esencial para el acto dictado en ejercicio de potestades discrecionales, para que pueda 
controlarse su legalidad y para que el interesado pueda defenderse frente a él”. 
 
La motivación ofrecida por el órgano de contratación no puede compelerse a la descrita en la 
cláusula 18 del Anexo I al determinar como justificación “la necesidad de garantizar el 
cumplimiento de los mismos mediante el uso de medios propios y el control directo de las 
actuaciones”. Antes bien, debe incorporarse la definición de cada una de los programas de 
gestión de labores, descritos con toda exactitud en el PPT y corresponderse con el grueso del 
contrato.  Y aun cuando pueda parecer parca, no es lo mismo parquedad que inexistencia. El 
órgano de contratación ha fijado que el grueso del contrato sea ejecutado por la contratista 
principal en orden a garantizar el estricto cumplimiento y el control directo, manifestaciones 
que, a efectos de este Tribunal cumplen, parcamente, pero cumplen con las condiciones de 
justificación que requiere la fijación de las tareas críticas, por lo que el argumento debe ser 
desestimado. 
 
Abundando, además, en caso de que esa duda hubiere surgido con antelación, la recurrente 
podría o bien haber presentado una consulta acerca de esa cuestión o haber presentado un 
recurso contra los mismos, de forma que, al dejar pasara esas posibilidades, se ha visto 
forzado a argumentar esta cuestión. Con todo respeto a la legitimidad de tal acción, no se ve 
causa de nulidad absoluta o vicio invalidante, por lo que, como se ha efectuado anteriormente, 
el argumento debe ser desestimado. 
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4.2.- Resuelto el primer motivo de alegaciones, indica la recurrente en su recurso la UTE que 
para los Servicios Técnicos Municipales (en adelante STM), solo pretenden sustituir hasta un 
8% de absentismo y que “Estos servicios técnicos han considerado que no debe marcarse un 
porcentaje fijo para la cobertura de las ausencias puesto que a priori se desconoce el alcance 
final de las mismas, y los pliegos indican que deberán cubrirse en su totalidad.” 
 
En su recurso la recurrente afirma en cuanto a esta cuestión que, para alcanzar tales 
conclusiones, debería haberse dicho exactamente eso, que no van a cumplir tales condiciones, 
puesto que, en caso contrario, y “dado que la presentación de oferta supone la aceptación 
incondicionada de los Pliegos, aun cuando hubiera duda o falta de claridad en las 
manifestaciones de la oferta del licitador, la misma nunca podrá operar en su contra.” Piénsese 
que la recurrente es la actual prestataria del Servicio y por tanto conoce de primera mano los 
datos de absentismo. “Por ello, cuando la UTE en su Oferta hace referencia a una tasa del 8% 
de absentismo, no se refiere a que, por encima de la misma, no cubrirá bajas (para hacer tal 
interpretación, como hemos visto, el licitador debería haber dicho tal cosa claramente), sino 
que estaba mencionando la tasa de absentismo que cabe esperar -vista la experiencia previa- 
que tenga lugar”, además de que los propios pliegos fijan ese porcentaje, “de tal modo que lo 
que se quería decir en la oferta es que la UTE haría frente a la tasa de absentismo que creía la 
propia administración previsible, pero sin que ello quiera decir que no esté dispuesto a cubrirla 
si ésta fuera incluso superior”. 
 
En la página 10 de su oferta técnica, la recurrente afirma expresamente lo siguiente: 
 

“La UTE prevé sustituir el personal de baja hasta un absentismo del 8%. 
Teniendo en cuenta las medidas propuestas de motivación y reducción del 
absentismo, la incorporación de 6 operarios nuevos desde el primer día y el 
rejuvenecimiento progresivo de la plantilla, se calcula que el absentismo no 
superará el 8%, tal como prevé la justificación económica de la presente 
licitación.” 
 

En su recurso, alegan que estamos ante una interpretación parcial de su oferta puesto que 
para “poder alcanzar las conclusiones contenidas en dicho Informe, en la proposición del 
licitador se debería haber dicho claramente que no va a cumplir tales cuestiones puesto que 
existe el principio vinculante de aceptación incondicionada de los pliegos”, aparte de que 
“cuando la UTE en su Oferta hace referencia a una tasa del 8% de absentismo, no se refiere a 
que, por encima de la misma, no cubrirá bajas (para hacer tal interpretación, como hemos 
visto, el licitador debería haber dicho tal cosa claramente), sino que estaba mencionando la 
tasa de absentismo que cabe esperar -vista la experiencia previa- que tenga lugar y por 
supuesto es lógico que la oferta hiciera referencia a esa tasa de absentismo del 8%, porque, 
precisamente, ése es el porcentaje al que se refieren los propios pliegos”. De tal modo que “lo 
que se quería decir en la oferta es que la UTE haría frente a la tasa de absentismo que creía la 
propia administración previsible, pero sin que ello quiera decir que no esté dispuesto a cubrirla 
si ésta fuera incluso superior.”. 
 
 
Debe señalarse que el principio de vinculación incondicionada a los pliegos no funciona como 
señala la recurrente, dado que, de ser así, no existirían incumplimientos a los pliegos y no 
podría excluirse a nadie por expresar ofertas contrarias a los mismos. 
 
La Resolución del TACRC 219/2011, de 14 de septiembre, afirma que “los pliegos de 
prescripciones técnicas son los documentos en que se definen las instrucciones de orden técnico 
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con arreglo a las cuales ha de ejecutarse la prestación por parte del contratista. Por tanto, la 
finalidad de estos pliegos es la de precisar técnicamente el objeto del contrato.” Por su parte, el 
artículo 139 LCSP establece que la presentación de ofertas en un procedimiento de licitación 
supone la aceptación íntegra e incondicionada de las cláusulas del pliego. 
 
La Resolución 95/2017, del Tribunal Administrativo de Recursos de Madrid, afirma que 
“conforme al artículo 115 del TRLCSP que establece que los PCAP incluirán los pactos y 
condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las partes del contrato, y el artículo 
145.1 que la presentación de proposiciones por los interesados supone la aceptación 
incondicionada del contenido de la totalidad de las cláusulas o condiciones sin salvedad o 
reserva alguna, solo cabe entender que el licitador asume el compromiso motivo (sic) de la 
exclusión”. En el mismo sentido, las Resoluciones 62/2017 o 91/2017. 
 
Además de lo anterior, y con las reglas hermenéuticas fijadas tanto para las normas (artículo 
3.1 del Código Civil) como para los contratos (artículo 1281 del mismo texto legal), la 
interpretación será en el caso de las normas según el sentido de sus palabras y las palabras si 
los términos de un contrato están claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes 
y en el caso que nos ocupa, la recurrente afirma en la página 10 de su oferta que “la UTE prevé 
sustituir el personal de baja hasta un absentismo del 8%.” Añadiendo posteriormente que 
“teniendo en cuenta las medidas propuestas de motivación y reducción del absentismo, la 
incorporación de 6 operarios nuevos desde el primer día y el rejuvenecimiento progresivo de la 
plantilla, se calcula que el absentismo no superará el 8%, tal como prevé la justificación 
económica de la presente licitación.”. Luego no es sostenible admitir que estamos ante una 
lectura parcial, antes bien es literal ni que En ningún momento se está diciendo que, caso de 
superarse tal porcentaje, la empresa no se compromete a sustituir al personal de baja que 
supere ese 8%., puesto es obvio que sí se está diciendo. (En ese sentido, la Resolución 
1097/2015 del TACRC) 
 
Debe pues dársele la razón al informe de la Dirección General  de Contratación cuando afirma 
el incumplimiento de los pliegos  al constituir un criterio restrictivo no ajustado a los pliegos, 
independientemente de la intención del recurrente “puesto que se podría haber indicado que 
se cubrirán las bajas por absentismo y no dejar lugar a ninguna duda sobre la sustitución de las 
mismas o bien podría no haber marcado umbral alguno, con lo que se asumiría que de manera 
tácita  se va a hacer lo indicado en los pliegos del contrato”.  Al margen de todo ello, habría 
cabido la posibilidad de preguntar al órgano de contratación en el periodo permitido a tal 
efecto con la finalidad de despejar duda alguna. 
 
Por otro lado, no es aceptable la argumentación de que en el estudio económico se habla de 
un absentismo del 8% basado en los estudios publicados por el informe Randstad ya que 
cuando se alude a ellos en el informe económico se afirma que “las ausencias por enfermedad 
común o accidente de trabajo no se puede cuantificar, dado que no se disponen de datos 

referentes a la duración y tipología de las bajas médicas” (el subrayado es nuestro) y por 
tanto se acuda al informe citado que las cuantifica en un porcentaje, pero ello no puede 
inducir a que ese porcentaje es el relativo al personal dedicado a tareas objeto del contrato o 
similares contratos, puesto que el mismo, referido al último cuatrimestre de 2024 se cifran en 
una media inferior al 8% y son datos genéricos y no específicos. Por tal motivo, si la empresa 
ha fijado en un 8% su tasa de absentismo y afirma que solo se prevé cubrir ese porcentaje, es 
evidente que tal afirmación, libremente presentada incumple los PPT. Téngase en cuenta que 
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hay una pacífica doctrina de los distintos Tribunales Administrativos y judiciales proclives a la 
exclusión cuando la contravención a los pliegos es evidente y palpable (Resoluciones del 
TACRC 219/2011, 90/2012, 91/2012, 246/2012, 985/2015, 1104/2020 o 608/2021), de forma 
que la exclusión fue una respuesta coherente y proporcionada por este motivo, cuya 
impugnación debe ser desestimado. 
 
4.3.- La recurrente también alega contra la decisión adoptada por los STM respecto  de las 
sustituciones por vacaciones en tanto que, según el informe, no se garantiza la cobertura del 
personal por vacaciones fuera del periodo comprendido entre los meses de junio a 
septiembre, intervalo al que se refiere al Convenio Colectivo Estatal aplicable que, en su 
artículo 18 afirma tras la fijación del periodo vacacional, que “si por necesidades de la empresa 
precisase que alguna persona trabajadora las disfrutase fuera del periodo reflejado 
anteriormente…”. Señalan los STM que, dado que la oferta establece un periodo vacacional 
cuya cobertura garantiza, al no hacer alusión a esta posibilidad excepcional del trabajador, es 
porque esa cobertura no se garantizaría, motivo por el cual se produce una nueva 
contravención de los pliegos. 
 
Efectivamente, el Convenio Colectivo establece en su artículo 18 el periodo vacacional, y una 
excepción, pero ésta se refiere a una decisión de la empresa y no del trabajador (con 
independencia de cómo se produzca tal cuestión), pero ello es una circunstancia ajena a la 
Administración y plenamente inserta dentro del poder organizador del empresario, sobre el 
que la Administración podo o nada puede hacer por exceder de su ámbito competencial. 
 
Si antes hemos aludido a la doctrina que estima que en el caso de una contravención palpable 
y evidente cuya interpretación no deja lugar a dudas por su literalidad, ahora hay que señalar 
en línea con la Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de noviembre de 2021, que “es admisible 
así una propuesta para su valoración aun cuando en ella el licitador no haga expresa referencia 
a ciertos aspectos del contenido del PPT; se parte de la presunción legal de que ha aceptado 
incondicionalmente los pliegos por el hecho de presentar la oferta, tal y como prevé el…. hoy 
artículo 139.1 de la LCSP. Por tanto, habrá que apreciar ya en cada caso que ese silencio o no 
reiteración de lo previsto en el PPT como conjunto de exigencias técnicas de obligado 
cumplimiento, no implica unan propuesta que las desconozca o que las incumpla”. 
 
También podemos traer a colación la doctrina del TACRC recaída en la Resolución 137/2017, 
con cita expresa de las resoluciones que a continuación se expresan ha manifestado que “el  de  
igualdad no  es el  único  principio que  debe  tenerse en  cuenta a la  hora de  abordar una 
controversia  como la que  nos atañe  debiendo,  asimismo,  considerar el  principio de  
concurrencia del  artículo 1 del  Texto Refundido  de  la  Ley  de  Contratos del  Sector  Público 
que  aboga por  favorecer  la admisión  de  licitadores  al  procedimiento,  proscribiendo  que  
puedan  ser excluidas  proposiciones por  la presencia de  errores  fácilmente subsanables.  Por 
ello, hemos declarado que las consecuencias excluyentes del artículo 84 RGLCAP deben 
limitarse a aquellos casos en los que el error del que adolece la proposición del licitador no es 
salvable mediante la lectura de la propia oferta o de la documentación que, requerida por el 
pliego, la acompañe.  Ésta ha  sido  la línea seguida  de  manera constante por  este Tribunal  
que, si  con  carácter  general  ha  negado la posibilidad de  subsanar o aclarar  los términos de  
las ofertas  (Resoluciones 164/2011,  246/2011,  104/2012,  268/2012,  16/2013,  117/2013,  
151/2013,  779/2014,  472/2015),  ha  rechazado la exclusión  de  aquéllas en  las que  el  error 
podía  salvarse de  manera  inequívoca  con  la documentación  presentada (Resoluciones 
84/2012,  96/2012,  237/2012,  278/2012,  1097/2015,  362/2016)  pero no,  en  cambio, 
cuando los términos de  la oferta son  susceptibles de  varias lecturas  (Resolución  283/2012)”. 
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En el presente caso, pretendido error se puede salvar perfectamente atendiendo a la propia 
dicción del artículo 18 del Convenio, ya que la decisión de permitir a un trabajador vacacionar 
fuera del periodo establecido es una decisión unilateral de la empresa que, en este caso, no ha 
optado por fijar en su oferta, ya que se deduce perfectamente de la literalidad del convenio, 
luego el argumento ha de ser estimado. 
 
4.4.- Un nuevo motivo de impugnación se refiere a la subcontratación en tanto que en la 
página 50 de la oferta presentada por la recurrente, se alude a la participación de la empresa 
SAVIA como subcontratista de las labores del programa de gestión integrada de plagas, 
mediante la siguiente dicción literal: 
 

“Los tratamientos los llevará acabo la empresa SAVIA, se priorizarán los 
tratamientos con endoterapia. En el caso de realizar tratamientos 
mediante pulverización o ducha, se llevarán a cabo en horario nocturno 
para no molestar a los ciudadanos. Se informará días antes de la 
realización de estos tratamientos”. 
 

 
El PPT y el Anexo I del PCAP determinan como tareas críticas a los efectos del artículo 215, 2, e) 
que determina la posibilidad de limitar la subcontratación en tareas críticas que han de ser 
justificadas en el expediente. También hemos analizado la exigencia de tal justificación en el 
PCAP, que han señalado parcamente la motivación por la cual los programas de gestión de 
labores incluidos en la cuota anual de conservación y mantenimiento están considerados como 
críticas.  
 
El PPT fija en su apartado 2 el conjunto de tareas incluidas en los programas de gestión siendo 
el relativo al control integrado de plagas el señalado en el subapartado 2.8, por lo que es 
evidente que hay que darle la razón al informe de la Dirección General de Contratación cuando 
afirma la inviabilidad de esta subcontratación y, por tanto, siendo evidente y clara, no se 
requiere de más justificación para proceder a su desestimación. 
 
Igual sucede con el espacio Fuente de la Bicha en la que se especifica en la oferta en su página 
46 cuando afirma que “Hay que indicar que en el ámbito del servicio (sector Genil) 
encontramos la zona Fuente de la Bicha, donde hay un talud que se debe gestionar como zona 
forestal dada su orografía y vegetación presente. Para realizar los trabajos se subcontratará a 
una empresa especializada que realizará el desbroce de la franja perimetral (aproximadamente 
de 3 a 5 m de ancho) antes de la época estival para prevenir del riesgo de incendios.” 
 
El espacio denominado “Fuente de la Bicha, se halla reflejado en el anejo 3, y por tanto 
integrado dentro de los espacios verdes (referencia S7-B2-ZV4), y por tanto excluida de la 
contratación. Ello, hay que reconocer, en consonancia con la resolución, que incumple de 
modo claro y expreso el PPT.  
 
4.5.- Respecto de la periodificación de tareas en la Fuente de la Bica, Ctra. de los Filtros y 
Joaquina Eguaras, requieren un análisis individualizado. 
 
Hemos dejada aclarado que el sentido de las cláusulas se interpreta en caso de claridad de las 
mismas mediante su literalidad. En el caso de la zona de la Fuente de la Bicha, “dentro del PPT 

Pag. 15 de 17



 
 

no se indica en ninguno de los espacios una gestión forestal como tal, se describen las 
necesidades de siegas o desbroces de las diferentes superficies y cultivos, entre otras 
actuaciones necesarias (aireado, escarificado, renovación, resiembra), teniendo en cuenta los 
datos de inventario que se facilitan en el Anejo nº Espacios Verdes a Conservar. Concretamente 
en la página 26 del PPT dentro del programa en cuestión se dice "... En el caso de las praderas 
naturales se fomentará el mantenimiento de la diversidad de especies mediante desbroces 
selectivos para generar mayor atractivo para los organismos asociados, valor ornamental de 
ésta y regeneración por su propio semillado tras el agostamiento. Se considera un mínimo de 
dos actuaciones al año..." 
 
En el caso de la Crta. de los Filtros, se señala en el recurso que la interpretación que realizan 
los STM es errónea “porque la superficie donde se ofrece esta limpieza (Ctra de los Filtros, 
5.386 m2) no consta como espacio verde a mantener en el Anejo nº 3 Espacios Verdes a 
Conservar, y por la tanto, a limpiar. Lo que la UTE ofrece es limpiar la superficie asociada al 
arbolado viario de dicha carretera, que sí se incluye en el Anejo indicado, aunque únicamente 
como unidades de árboles a mantener. Por lo tanto, como hemos señalado en el apartado 
anterior, una ‘mejora’ en la limpieza de espacios verdes, que mi representada ha decidido 
ofrecer al conocer de primera mano el terreno, no puede desprenderse, de ningún modo, que 
no se vaya a cumplir con el mínimo determinado en el PPT, sobre las superficies a mantener, sí 
incluidas en el PPT.” 
 
Sin embargo, yerra la recurrente en su argumentación en tanto que en la página 589 del PPT 
aparece la Crta. de los Filtros, página que se ubica en el anejo 3, Espacios verdes a conservar, 
cuya periodicidad respecto de actuaciones se recoge en el PPT a partir de la página 39, y lo 
divide entre limpieza del interior de zonas ajardinadas y espacios con limpieza integral 
definidos expresamente para cada lote. En el caso primero la limpieza será semanal y en el 
segundo a demanda, pero nunca con periodicidad fijada por la oferta, ya que ello supone un 
incumplimiento del PPT que habilita para la exclusión. 
 
Por todo lo anterior, este Tribunal RESUELVE: 
 
1.- Estimar parcialmente el recurso especial en materia de contratación interpuesto por D. 
Francesc Faus Agulló con DNI 46.622.399S y Dª Neus Jubany Ferrer, con DNI 38801631X 
actuando en representación de AMBITEC, SERVICIOS AMBIENTALES, S.A.U. y ACSA, OBRAS E 
INFRAESTRUCTURA, S.A., (en adelante UTE), recurso especial en materia de contratación al 
amparo de los artículos 44 y ss de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre de contratos del sector 
público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las directivas del 
parlamento europeo y del consejo 2014/237UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014  (en 
adelante LCSP), contra la resolución dictada por la Mesa de Contratación de fecha 6 de marzo 
de 2025, publicada en la Plataforma de Contratación  del Estado el día 11 de marzo confirmada 
por Resolución acordada por delegación de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de 
Granada, de fecha 21 de marzo de 2025, por la que, entre otras cuestiones, se eleva a 
definitiva la decisión de exclusión la UTE citada, previamente adoptada en el Acta de la Mesa 
de Contratación, sesión nº 10/2025, celebrada en fecha 6 de marzo de 2025 y por la que se 
excluye a AMBITEC, SERVICIOS AMBIENTALES, S.A.U. y ACSA, OBRAS E INFRAESTRUCTURA, 
S.A., de la licitación del Lote 1 del contrato denominado “Contrato de Servicios de 
conservación de los espacios verdes y arbolado urbano del municipio de Granada” 
exclusivamente respecto de los periodos vacacionales del personal. 
 
2.- Desestimar el resto de alegaciones presentadas por la recurrente, declarando adecuada a 
Derecho la exclusión de la UTE AMBITEC, SERVICIOS AMBIENTALES, S.A.U. y ACSA, OBRAS E 
INFRAESTRUCTURA, S.A del Lote 1 del contrato denominado “Contrato de Servicios de 
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conservación de los espacios verdes y arbolado urbano del municipio de Granada” efectuada 
por la Resolución acordada por delegación de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de 
Granada, de fecha 21 de marzo de 2025, por la que, entre otras cuestiones, se eleva a 
definitiva la decisión de exclusión de la UTE AMBITEC, SERVICIOS AMBIENTALES, S.A.U. y ACSA, 
OBRAS E INFRAESTRUCTURA, S.A, previamente adoptada en el Acta de la Mesa de 
Contratación, sesión nº 10/2025, celebrada en fecha 6 de marzo de 2025 
 
3.—Levantar la suspensión del procedimiento de contratación. 
 
4.- No apreciar temeridad o mala fe en la interposición del recurso. 
 
5.- Notificar la presente Resolución a todos los interesados en el procedimiento. Esta 
resolución es directamente ejecutiva y contra la misma sólo cabe la interposición de recurso 
contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Andalucía, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de la 
recepción de la notificación de esta resolución, conforme a lo dispuesto en el artículo 59 de la 
Ley de Contratos del Sector Público y en los artículos 10.1 k) y l) y 11.1.f) de la Ley 29/1998, de 
13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

 
Granada a fecha de firma electrónica 

 
EL VICESECRETARIO GENERAL Y TITULAR DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CONTRATO DEL AYUNTAMIENTO DE GRANADA, 
 

Fdo. Gustavo García-Villanova Zurita 
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